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								1824

							
							
								Se promulga la primera Constitución mexicana republicana y federal.

							
						

						
							
								1834

							
							
								El Plan de Cuernavaca da fin al gobierno liberal de Gómez Farías. 

							
						

						
							
								1836

							
							
								Se promulgan Las Siete Leyes, que establecen el sistema centralista. Texas se declara República independiente y se separa de México para anexarse a Estados Unidos de América. Se inaugura la Academia de Letrán, que da inicio a la literatura mexicana.

							
						

						
							
								1838

							
							
								Comienza la Guerra de los Pasteles. 

							
						

						
							
								1842

							
							
								El Soconuso (estado de Chiapas) se integra en México. 

							
						

						
							
								1843

							
							
								Se promulgan las Bases Orgánicas, legislación que rige la República. 

							
						

						
							
								1846

							
							
								Se inicia la guerra entre México y Estados Unidos. 

							
						

						
							
								1847

							
							
								Se promulga el Acta de Reformas, que restablece el sistema federalista.

							
						

						
							
								1848

							
							
								El Tratado de Guadalupe Hidalgo da fin al conflicto bélico entre México y Estados Unidos. 

							
						

						
							
								1853

							
							
								El general Santa Anna abole la Constitución y gobierna como dictador. México vende a Estados Unidos La Mesilla, territorio fronterizo.

							
						

						
							
								1854

							
							
								Comienza la revolución de Ayutla 

							
						

						
							
								1856

							
							
								Se decretan las Leyes de Reforma. 

							
						

						
							
								1857

							
							
								Se promulga la nueva Constitución federal y liberal. 

							
						

						
							
								1862

							
							
								El territorio mexicano es invadido por Francia. Comienza la Guerra de Intervención. 

							
						

						
							
								1863

							
							
								Maximiliano de Habsburgo es coronado emperador de México. 

							
						

						
							
								1867

							
							
								Maximiliano I es fusilado. Triunfo definitivo de la república.

							
						

						
							
								1871

							
							
								Porfirio Díaz se levanta en armas con el Plan de la Noria.

							
						

						
							
								1872

							
							
								Fallece el presidente Benito Juárez; es substituido interinamente por Sebastián Lerdo de Tejada.

							
						

						
							
								1875

							
							
								Se restablece el Senado, suprimido en la Constitución de 1857.

							
						

						
							
								1876

							
							
								Porfirio Díaz se levanta en armas con el Plan de Tuxtepec para ser elegido presidente de la República.

							
						

						
							
								1878

							
							
								Se reforma la Constitución para prohibir la reelección consecutiva del presidente y los gobernadores.

							
						

						
							
								1880

							
							
								El general Manuel González es elegido presidente.

							
						

					
				

            
            
            
            
            
		

	
		
				Las claves del periodo

			María Luna Argudín

			 

			 

			 

			 

				Entre 1824 y 1880 nacieron paulatinamente un Estado y una nación con instituciones y prácticas políticas y económicas propias de la modernidad, ajenas al orden virreinal. En un mundo signado por el cambio, México pudo afirmar su soberanía en el ámbito internacional, construyó una identidad nacional a través de la vida política y cultural, y experimentó complejas transformaciones en la actividad productiva y en la circulación de bienes y capitales que permitirían una sostenida recuperación económica. Narrar esta historia es el objetivo de este volumen. 

				Para comprender el desenvolvimiento del periodo fueron claves los poderes regionales, actores protagónicos, con un papel más relevante que el de los gobiernos generales que se sucedían. Los poderes locales se habían formado durante el virreinato tardío, favorecidos por la conformación social, la geografía y topografía mexicanas, que aislaban las capitales regionales, y una población escasa para tan vasto territorio, todos ellos factores que imprimieron determinados rasgos tanto a los patrones demográficos como a la dinámica económica. 

				En 1830 México era un país con una composición diferenciada: la población indígena, con sus múltiples etnias, se estima en un 60 por ciento, y la mayoría vivía en el campo, aunque también, en menor número, en ciudades, villas y pueblos; un poco más del 20 por ciento eran criollos y mestizos, distribuidos en ciudades y pueblos, y el 20 por ciento restante lo constituían mulatos, negros y variadas castas. En términos generales, el patrón de asentamiento colonial se mantuvo: el centro y sur de la república concentró la presencia indígena; el norte, la de criollos, mestizos y castas. 

				La nueva nación estaba escasamente poblada —tendría entre siete u ocho millones de habitantes— y el número de mexicanos prácticamente no aumentó hasta 1870 por los efectos negativos de las guerras internas e invasiones extranjeras, el limitado crecimiento económico, y fundamentalmente debido a las nuevas patologías que afectaron a la población. Estas condiciones no favorecieron la inmigración extranjera, aunque, como en el periodo tardocolonial, se mantuvo el flujo de españoles que llegaron a residir a México. En cambio, las condiciones señaladas propiciaron que la población que vivía en el campo migrara a las principales ciudades de la república en busca de empleo y, en general, de mejores oportunidades. No obstante, la joven nación continuó siendo eminentemente rural, tal y como estudia detenidamente Sonia Pérez Toledo en el capítulo «Población y sociedad».

				La mayor parte de los mexicanos vivían en pequeños pueblos y rancherías dispersos en el campo, mientras que unas pocas ciudades concentraron la población urbana: en la región central, Guadalajara, Puebla, Querétaro y la ciudad de México; al sur, Oaxaca, y en el golfo de México, Jalapa y el puerto de Veracruz. Un grupo de pequeñas ciudades —como en el periodo virreinal— formaron una red que articulaba el consumo y la distribución interna. Es importante subrayar este patrón demográfico porque la agricultura en la primera mitad del siglo XIX se desarrollaría para abastecer estas ciudades y los centros mineros y urbanos del norte, en los estados de San Luis Potosí, Zacatecas, Nuevo León, Chihuahua, Coahuila-Texas y Nuevo México (véase el mapa que se reproduce en el capítulo «El proceso económico»). 

				La diferenciación económica regional había sido propiciada por una topografía dominada por montañas y, en el norte, por el desierto, por el patrón demográfico señalado y por la ausencia de medios de comunicación que rompieran el aislamiento impuesto por la geografía, pues la recua de mulas continuaba siendo el principal transporte para las mercancías. En el occidente la extracción de la plata había sido la principal actividad económica durante el periodo virreinal y continuó siéndolo a lo largo del siglo XIX —en particular en Guanajuato, San Luis Potosí y Zacatecas—. En el norte —Chihuahua— se descubrirían nuevos yacimientos en la década de 1820. En contraste, en el sur coexistieron —aunque en permanente conflicto— la hacienda, ranchos y pueblos antiguos, que producían para los mercados locales. 

				La ciudad de México continuó concentrando la población, la riqueza y las actividades económicas. Era desde el siglo XVIII la ciudad más grande de América y, como antaño, fue sede de los poderes civiles y eclesiásticos, asiento de las principales instituciones educativas y artísticas, y de innumerables talleres artesanales y obrajes. Los contrastes sociales eran especialmente notorios en la capital, donde convivían las opulentas élites económicas con mendigos harapientos y pululaba una creciente plebe urbana formada por marginados sociales, conocidos como «léperos». La altísima mortandad y la escasa esperanza de vida de la población mexicana —algunos especialistas sostienen que era de 29 años y otros de 35— son buenos indicadores de la desigualdad social y de la pobreza.

				La regionalización económica se incrementó con las reformas borbónicas introducidas al final del periodo colonial, en particular con el libre comercio y el inicio de la crisis del imperio español. Al mediar el siglo XVIII una centena de grandes familias, que en su mayoría vivía en la ciudad de México o en las capitales provinciales, concentraba la riqueza. El origen de sus fortunas estaba en la minería, en la agricultura comercial y el comercio, pero pronto diversificaron sus inversiones adquiriendo propiedades rurales y urbanas, se incorporaron a los circuitos del comercio internacional y ejercieron como prestamistas al emplear diversos mecanismos de financiación. Su rasgo característico fue la capacidad para lograr la «integración vertical de sus inversiones», es decir, controlaban la producción, el procesamiento y la distribución de las mercancías, tanto en el comercio internacional como en el local. 

				La guerra de independencia también acentuó el regionalismo con la destrucción de las vías de comunicación del comercio interregional; amplias regiones permanecieron al margen de la insurgencia y poderosos caudillos que pugnaban entre sí dominaban los corredores mercantiles Guerrero-Oaxaca-Puebla-Veracruz y Jalisco-Michoacán-Guanajuato.

				El derrumbe del imperio español, los disturbios políticos y la expulsión de los españoles (1828) terminaron de minar el monopolio sobre el comercio internacional que hasta entonces habían ejercido las familias de potentados. En consecuencia, la economía se fragmentó, dando paso a que cada provincia fuese prácticamente autónoma en la producción, comercio y organización regional e interregional. Carlos Contreras y Antonio Ibarra muestran en el capítulo «El proceso económico» que en el México independiente la economía mantuvo un desarrollo desigual entre las regiones y los sectores productivos. Desde la década de 1820 la inversión de capital británico, en asociación con mineros locales, permitió una paulatina reactivación tanto de la industria extractiva como de las actividades agrícolas y ganaderas para proveer de insumos a esta industria. No obstante, para el empresariado mexicano el aprendizaje para producir en condiciones de competencia y abierto al mercado internacional resultó difícil, por lo que también fueron frecuentes los errores de cálculo que condujeron a la quiebra de innumerables empresas. 

				Si bien las condiciones topográficas, la ausencia de transportes y la guerra insurgente habían favorecido una regionalización económica, los poderes locales adquirieron una nueva dimensión política y social con dos instituciones que introdujo la Constitución de 1812: los ayuntamientos constitucionales, antecedente de los actuales municipios, y las diputaciones provinciales, que precedieron a las entidades federativas.

				Fundar nuevos ayuntamientos había sido una potestad del rey que con la Constitución de Cádiz se transfirió a los pueblos y a la diputación provincial, ante la cual bastó acreditar una población de mil almas y recursos materiales suficientes para sostener el ayuntamiento. A cambio, los pueblos obtuvieron el derecho de establecer un gobierno local electo encargado de su administración. 

				Las diputaciones provinciales fueron gobernadas por un consejo también elegido por la población, y contaron con facultades limitadas para legislar. La jurisdicción de las diputaciones correspondió a la pluralidad del espacio mexicano, por lo que dieron forma a lo que serían los estados del pacto federal de 1824.

				Tras un breve periodo en el que el país intento organizarse como una monarquía «nacionalizada» —el imperio de Agustín de Iturbide (1822-1823)—, los poderes regionales se impusieron para establecer una república federal mediante el Acta Constitutiva de la Federación y, enseguida, con la Constitución de 1824. 

				Establecer el sistema federal fue —como señala el capítulo «La vida política»— una solución de compromiso frente a una acelerada desintegración del territorio mexicano. Al asumir su independencia, México era el más grande de los países hispanoamericanos, y en 1822 se amplió aún más al incorporar las provincias centroamericanas (hoy Guatemala, Nicaragua y Costa Rica), de modo que el territorio alcanzó los 4.665.000 kilómetros. Al poco tiempo las provincias centroamericanas se separaron, aunque México anexó Chiapas (1824); después se independizó Texas (1835), que terminaría por unirse a Estados Unidos; otra provincia, Yucatán, se separó y reincorporó en varias ocasiones.

				El federalismo instituyó una doble soberanía: una nacional, que residía en el conjunto de las entidades federativas (el pacto federal); la otra reconoció la soberanía interna de los estados. El gobierno de éstos adquirió la clásica división de poderes, con un gobernador electo, un tribunal de justicia y las diputaciones provinciales, que se transformaron en congresos estatales y contaron con amplias competencias para legislar en materia económica, social y para organizar la milicia. Así, la Ley Fundamental les otorgó una independencia jurídica que potenció la autonomía que habían adquirido de facto. 

				Siendo esta primera Constitución mexicana producto de las negociaciones entre las fuerzas y poderes regionales, estableció una administración federal débil, con una muy precaria Hacienda Pública, que dependía únicamente de las aduanas, encargadas de cobrar los aranceles al comercio, y de las exiguas aportaciones de los estados, mientras que éstos controlaron la mayor parte de los impuestos. En pocas palabras, en el periodo estudiado, las finanzas públicas de la federación estaban quebrantadas y en más de una ocasión cayeron en la bancarrota. 

				Ante sus siempre escasos ingresos, el gobierno federal se vio obligado a acudir al crédito privado, tanto interno como externo. Sin un sistema bancario constituido, las diversas administraciones recurrieron a los prestamistas tradicionales: los comerciantes, que en su mayoría eran descendientes de las viejas grandes familias. Éstos otorgaban los créditos de manera discrecional, pues, como en el Antiguo Régimen, orientaban su juicio por el prestigio, los lazos familiares, de amistad y compadrazgo. Bajo estas condiciones, los préstamos al gobierno eran considerados de alto riesgo, por lo que solían otorgarse con intereses del 30 por ciento que se pagaban por adelantado. 

				El persistente endeudamiento del gobierno federal obstaculizó que se implantara un sistema fiscal de corte liberal capaz de generar recursos para la Hacienda Pública, lo que obligó a mantener antiguas instituciones como el monopolio de la Corona (estanco) sobre el tabaco. 

				Clave fue la incapacidad del gobierno para pagar los créditos privados obtenidos en el extranjero, porque determinó la dinámica de las relaciones internacionales con las potencias europeas durante la primera mitad del siglo XIX, pues éstas se caracterizaron por las reclamaciones de los acreedores —problemática que analiza detenidamente María Cecilia Zuleta en el capítulo «México en el mundo»—. Los conflictos internacionales, incluso, desembocaron en dos intervenciones militares francesas para exigir el pago de la deuda externa: la Guerra de los Pasteles (1838-1839) y la Guerra de Intervención (1862-1867). 

				Pese a que la Constitución de 1824 había sido una solución de compromiso, profundizó las diferencias entre las élites en su búsqueda por establecer un sistema político que diera gobernabilidad al país. En el periodo 1824-1846 se enfrentaron aquellos que se inclinaban por un confederalismo, quienes lo hacían por un federalismo y los que preferían un gobierno central fuerte. Los confederalistas y federalistas, en líneas generales, reconocieron la diversidad de la nación en términos económicos, étnicos, políticos y culturales, por lo que defendieron la soberanía interna de las entidades federativas para que cada una de ellas pudiera gobernarse en función de sus intereses territoriales y particularidades. Los centralistas, por el contrario, defendieron ciertos rasgos de la experiencia del gobierno virreinal, como la recaudación fiscal y el nombramiento de funcionarios —prefectos y subprefectos— que dependían directamente del poder central. En la dispersión del sistema confederal vieron la causa de la inestabilidad política y del desorden económico: escasas rentas nacionales, incremento de la deuda pública…, por ello pugnaron por suprimir la soberanía de los estados y establecer una sola soberanía, la nacional. 

				Otra profunda diferencia entre confederalistas, federalistas y centralistas fue su posición con respecto a la Iglesia y sus bienes. Las diversas facciones estaban de acuerdo en que la religión servía de vínculo nacional y dotaba de una moral social al pueblo. En consecuencia, las constituciones mexicanas (excepto la de 1857) recogieron la tradición virreinal al establecer que la única religión tolerada era la católica y que el Estado debía vigilar y proteger el culto, para lo cual demandaron el patronato eclesiástico. Pese a que el Vaticano lo declaró insubsistente, el gobierno nacional se lo apropió y trasladó su manejo al Ministerio del Interior, para desaparecer el patronato definitivamente con la promulgación de la Constitución liberal y federal de 1857. 

				En la década de 1830 el grupo federalista, cuyo actor más destacado fue Valentín Gómez Farías, y numerosos gobernadores de los estados, así como parlamentarios, se propusieron acotar el poder eclesiástico. Uno de sus ideólogos, José María Luis Mora, en su Revista Política definió su programa, que proponía —entre otros puntos— la venta de los bienes eclesiásticos para crear con ellos pequeños propietarios rurales y con los fondos recaudados pagar la deuda pública; y construir una sociedad en la que todos los ciudadanos fueran iguales ante la ley, para lo que propuso abolir los fueros del clero y la milicia. Sin embargo, los grupos tradicionalistas se opusieron a cualquier reforma que afectara a la Iglesia, argumentando que minaba el culto y atacaba al dogma, lo que equivalía a desencadenar todas las pasiones y los vicios, que desintegrarían el cuerpo social. En síntesis, en la primera mitad del siglo XIX el enfrentamiento entre federalistas y centralistas por definir el sistema de gobierno se nutrió también del conflicto para acotar los privilegios eclesiásticos. 

				En otros terrenos las diferencias entre los grupos políticos no eran tan tajantes. Lucas Alamán, cabeza del grupo centralista, y el doctor Mora, Valentín Gómez Farías y Francisco García Salinas, entre muchos ideólogos del federalismo, coincidieron en la necesidad de fortalecer el gobierno nacional, secularizar la educación superior, liberalizar la economía y establecer el voto censitario (es decir, sólo podrían ser elegidos para los cargos de representación popular los propietarios). Así, la representación política se basó en el propietario, al que se concebía como poseedor de un bien resultado de su esfuerzo individual, que por su ingreso era independiente y que por su ilustración contaba con un juicio centrado. 

				Precisamente la amplia politización de los sectores populares, tanto urbanos como rurales, en el nuevo aparato político y la proliferación de pronunciamientos de los pueblos, que exigieron derechos políticos y un mayor control sobre los recursos locales, condujo a una primera reformulación del liberalismo. Mientras que la Constitución de Cádiz había dado amplias competencias a los ayuntamientos, una vez establecida la República Federal la mayor parte de los congresos estatales restringieron el voto popular y la cuestión municipal.

				El país se orientaría al centralismo en 1836 con la promulgación de las Siete Leyes, Constitución que suprimió la soberanía de los estados y estableció el Supremo Poder Conservador como órgano regulador de los tres clásicos poderes. Un nuevo esfuerzo por reorganizar el país se plasmó en las Bases Orgánicas (1843), Ley Fundamental que mantuvo el centralismo y restringió aún más el sufragio popular al aumentar los requisitos de riqueza para ocupar los cargos de representación popular. 

				Sin duda, el hecho más traumático durante el periodo estudiado fue la invasión norteamericana (1846-1848), que condujo a que México perdiera más de la mitad de su territorio. El temor a que el país se desintegrara radicalizó las posiciones políticas. Durante la guerra un Congreso Constituyente de corte federalista puso en vigor la Constitución de 1824 y la enmendó con el Acta de Reformas (1847), que restableció el federalismo, suprimió el voto censitario y —más importante aún— propuso fortalecer los poderes federales frente a los estatales, convirtiendo a la federación en la garante de los derechos naturales del hombre y los derechos políticos de los ciudadanos. Un poco después, Lucas Alamán organizaría el Partido Conservador con el propósito de restablecer el centralismo, «conservar la religión», así como los fueros y prerrogativas de la Iglesia católica, y hacer frente a la política expansionista norteamericana. Fue así como la guerra contra Estados Unidos aceleró la necesidad de dar forma a nuevos modelos políticos, culturales e institucionales, porque los precedentes no habían sido capaces de garantizar la soberanía ni la gobernabilidad del país. Estos modelos y proyectos se revisan en profundidad en los distintos capítulos que conforman este volumen. Baste indicar que el fin de la guerra obligó a replantear la política económica y las relaciones exteriores. 

				Para reconstituir las finanzas públicas, los conservadores propusieron amortizar la deuda y restablecer imposiciones fiscales que no afectasen a la propiedad. Los liberales, en cambio, se inclinaron por dejar a la iniciativa privada la producción y proteger con aranceles las prósperas manufacturas de textiles de algodón que se habían desarrollado desde la década de 1830 en los siguientes estados, por orden de importancia: Puebla, México, Veracruz, Jalisco, Querétaro, Guanajuato, Sonora, Coahuila y Colima.

				La siempre precaria Hacienda Pública impidió en la década de 1850 poner en marcha el proyecto liberal. Por el contrario, debieron aumentar los impuestos a los textiles y de nueva cuenta se postergó la supresión del estanco del tabaco, que fue arrendado a familias de comerciantes, acreedores del gobierno. En contraste, la minería alcanzó en 1850 el mismo volumen de producción que había tenido antes de la independencia. La estabilidad del valor de la plata hasta 1870 propició su exportación, favoreció los términos de intercambio con la economía mundial y mantuvo estable el tipo de cambio fundado en las exportaciones metálicas, pero estas condiciones favorables no implicaron una notable mejoría de la Hacienda Pública. 

				Para obtener nuevos créditos, los gobiernos mexicanos firmaron en la década de 1850 varias convenciones con Inglaterra, Francia y España que reconocieron la deuda pública con los ciudadanos de aquellas naciones. Estos nuevos convenios expresaban un importante cambio en las relaciones financieras con las potencias europeas, porque la deuda dejó de ser un negocio privado entre tenedores de bonos y gobiernos, para convertirse en asunto diplomático. Pero los gobiernos mexicanos no pudieron hacer frente a sus compromisos internacionales. 

				Por un breve periodo los conservadores influyeron sobre el general Antonio López de Santa Anna, quien estableció una dictadura militar (1853-1855), e intentaron que ésta fuese un tránsito a un gobierno monárquico. Los pueblos y los poderes regionales, unidos bajo el Plan de Ayutla (1854), restablecieron el orden constitucional y convocaron un nuevo Congreso Constituyente que dio forma a la Ley Fundamental de 1857. Pese a que esta Constitución se analiza en detalle en el capítulo «La vida política», debe destacarse que, retomando los planteamientos del Acta de Reformas (1847), logró establecer un nuevo federalismo que buscó evitar los frecuentes conflictos entre la administración federal y los estados, al tiempo que fortaleció a los poderes federales para que garantizaran los derechos del hombre y del ciudadano de las arbitrariedades de los poderes regionales. 

				Un rasgo distintivo de la historia mexicana frente a los procesos iberoamericanos fue la promulgación de las Leyes de Reforma, cuya importancia radica en que fortalecieron la relación de la ciudadanía con el Estado y condujeron a la separación de Iglesia y Estado. Las Leyes de Reforma y la Ley Fundamental de 1857 fueron el detonante de una guerra civil entre el «Partido del Progreso» y el «Partido de la Reacción», como se llamaban a sí mismos los conservadores. A esta Guerra de Tres Años (1857-1861) siguió la Guerra de Intervención (1862-1867), que se inició con la ocupación del territorio mexicano por una fuerza tripartita anglo-franco-española que exigió el pago de la deuda externa. 

				La intervención fue una oportunidad para que los conservadores establecieran una monarquía con Maximiliano de Habsburgo, iniciando el periodo conocido como Segundo Imperio (1864-1867). A esta monarquía, sostenida por Napoleón III, se enfrentó el gobierno liberal y republicano encabezado por Benito Juárez, con una guerra de guerrillas. 

				Fueron ciudadanos en armas los que defendieron la soberanía nacional. Este hecho fue un catalizador de otros procesos profundos que se venían gestando en el país —como el tránsito de súbditos a ciudadanos o la afirmación de ser republicano—, y con ello se amplió la participación política de los sectores populares. No menos importante fue que la guerra contra la intervención francesa afirmó una identidad mexicana. Si bien desde la década de 1830 las diversas asociaciones literarias habían pugnado por mexicanizar la cultura, creando una identidad distinta a la española, y la guerra con Estados Unidos incrementó entre la población el sentido de pertenencia a la nación mexicana sobre la identidad regional, fue la participación ciudadana en esta segunda guerra de independencia —como la llamaron los liberales— la que potenció un orgullo por la mexicanidad, proceso que se analiza en detalle en el capítulo «La cultura». 

				La ejecución del emperador Maximiliano (1867) es clave en la historia de México, pues dio inicio a la República Restaurada (1867-1876), periodo en el que confluyen tres procesos fundamentales que cimentaron el carácter de la nación mexicana contemporánea —la consolidación de un orden liberal y del federalismo y la definitiva separación de la Iglesia católica del Estado—.

				Derrotada definitivamente la opción monárquica, y con ella el Partido Conservador, los liberales en el poder elevaron a rango constitucional las Leyes de Reforma (1874). Una sociedad de fuerte raigambre católica presentó una muy escasa resistencia al instrumentarse el matrimonio y el registro civiles o la exclaustración de frailes y monjas, entre otras medidas. Las batallas entre los liberales, empeñados en construir un Estado laico, y los sectores conservadores tradicionalistas se trasladaron al campo de la educación, pues ambos buscaron controlar la formación de los valores de las nuevas generaciones, y con ello su lealtad. 

				Formar ciudadanos republicanos había sido una preocupación compartida desde la década de 1840 por las asociaciones literarias, las asociaciones de obreros y artesanos y los gobiernos locales y federales que se expresó tanto en nuevas sociabilidades como en leyes de instrucción pública y reglamento de policía y buen gobierno que rigieron la vida cotidiana y el esparcimiento de la población urbana. De ello da cuenta el capítulo «Población y sociedad».

				Fue durante el gobierno juarista cuando la enseñanza pública dio un importante giro con la Preparatoria Nacional (1868) instituida bajo el modelo positivista, que tenía como fin impulsar una educación laica, racional y científica. La implantación del positivismo fue un importante reto en un país en el que la mayor parte de la población era analfabeta, y que contaba con una muy precaria infraestructura educativa, cuyos niveles medio y superior, además, estaban en manos de las órdenes religiosas. 

				 Los frutos de esta revolución educativa se cosecharían hasta fines de la década de 1880, cuando prácticamente todos los estados de la república contaban con escuelas normales para la formación de profesores e institutos científico-literarios, instituciones públicas en las que se instruyó a un nuevo ciudadano bajo los preceptos liberales y positivistas. 

				En la «república de las letras», el mismo año en que se fundó la Preparatoria Nacional, se desplegaron dos fenómenos antagónicos: por un lado, los polígrafos de las más diversas tendencias se cohesionaron en torno a Ignacio M. Altamirano, quien articuló un programa que buscó crear una conciencia y un orgullo nacionales; por otra parte, liberales triunfantes, en particular Vicente Riva Palacio y Juan A. Mateos, usaron la novela histórica, que alcanzó un auge sin precedentes, para difundir los principios liberales que —según defendían— debían consolidar un estado laico. 

				Una convivencia relativamente armónica entre el liberalismo triunfante, la Iglesia y la sociedad católicas se estableció al mediar la década de 1880, cuando el gobierno del presidente Porfirio Díaz relajó la aplicación de las Leyes de Reforma, de manera que las actividades del clero tropezaron con un solo límite importante: el culto externo, prohibición que se mantuvo hasta 1991. 

				1867 es el año que marca la transformación hacia un efectivo federalismo mexicano, que estableció nuevos mecanismos de cooperación entre los estados (asiento de los poderes regionales) y la federación, permitiendo superar el extremo conflicto que había caracterizado la vida política del México independiente. En el marco institucional, este encuentro pudo ponerse en marcha al entrar en vigor la Constitución de 1857. No obstante, el ejecutivo se propuso reformar la Ley Fundamental para establecer un nuevo equilibrio entre los estados y la administración federal. La institución que sirvió a este propósito fue el Senado de la República, organismo que representaba los intereses de los estados, al tiempo que quedó encargado de intervenir en caso de conflicto extremo en el interior de las entidades federativas. 

				Fue también durante la República Restaurada cuando la federación pudo reorganizar sus ingresos. Marcello Carmagnani demostró en su clásico estudio Estado y mercado que la mayor parte de los impuestos pertenecían a las entidades federativas, según había instituido la Constitución de 1824, y que además fue frecuente que los ministros de Hacienda denunciaran que éstas se apropiaban de las rentas de la federación. La administración federal comenzó a formarse una esfera fiscal propia con el papel sellado, el cobro de derechos aduaneros, las tierras obtenidas con la Ley Lerdo (1856) y la introducción de los impuestos al consumo. Ello favoreció que los estados y el poder federal encontraran nuevos mecanismos de cooperación por medio del fomento de la infraestructura económica, en particular los ferrocarriles, el telégrafo y la modernización de los puertos, lo que a su vez favoreció el crecimiento económico del país. Debe subrayarse la importancia de la nueva cooperación entre la administración central y los estados, pues el fortalecimiento de la primera permitió una relativa estabilidad política que, aunada a la recuperación económica, se expresaría en un paulatino incremento de la población y en un mayor dinamismo en la modernización de las ciudades.

				Pese a que la Constitución de 1857 y la participación ciudadana en la guerra contra la intervención ampliaron la participación política de los sectores populares, quedó pendiente la cuestión municipal. En la primera mitad del siglo XIX las tensiones en el campo mexicano se debieron, por un lado, a la exigencia de los pueblos y ayuntamientos que aspiraban a obtener un mayor control sobre los recursos locales, y, por otro, al proceso de privatización de la propiedad, que enfrentó a comunidades indígenas, pueblos y hacendados. La promulgación de la Ley Lerdo (1856) y su tenaz aplicación una vez restaurada la república incrementaron las tensiones al ponerse en venta tanto las tierras de la Iglesia como las de los pueblos. 

				Pueblos y ayuntamientos continuaron demandando a lo largo del siglo XIX autonomía municipal, así como que las haciendas restituyeran las tierras que pertenecían a los pueblos y se repartieran las tierras ociosas entre los campesinos, como habían exigido desde finales del decenio de 1830. Hacia el final del periodo aquí estudiado las rebeliones regionales en alianza con alguna de las facciones políticas nacionales adquirieron nuevos rasgos, al inspirarse en la experiencia de la Comuna de París y los socialistas utópicos europeos, lo que se manifestó, por ejemplo, en el Plan Socialista de Sierra Gorda (1877). La relativa estabilidad política alcanzada por el gobierno mexicano permitió pacificar a los rebeldes. Pero la necesidad de fortalecer los ayuntamientos en sus competencias políticas y económicas, como inicialmente los había instituido la Constitución gaditana, se mantendría viva hasta adquirir la forma de exigencia central de la Revolución Mexicana (1910-1917). 

				La joven nación, que había presentado una extrema debilidad frente a sus vecinos y a las potencias extranjeras, pudo reconfigurar su política internacional como parte del proceso de consolidación de la soberanía del Estado mexicano. A fines de la década de 1870 se delimitó la frontera con Guatemala, Estados Unidos reconoció el gobierno de Díaz, y pronto se transitó hacia una relación bilateral. Los linderos con el país vecino del norte fueron finalmente definidos después de guerras —Texas, la invasión estadounidense—, tratados e incluso la venta de territorios en disputa. Los países suramericanos multiplicaron acuerdos y tratados de carácter bilateral con el fin de estrechar el intercambio comercial.

				Más difícil fue normalizar la política exterior con las potencias atlánticas, pues España, Gran Bretaña y Francia, con la caída del Segundo Imperio y el fusilamiento de Maximiliano, rompieron relaciones diplomáticas con México. España restableció relaciones en 1871, pero con las otras dos naciones hubo que esperar hasta las décadas de 1880 y 1890, cuando se suscribieron nuevos acuerdos sobre la deuda externa que permitirían un importante flujo de inversiones.

				Al final del periodo el saldo era sumamente positivo: México había logrado establecer un sistema político estable con la reformulación del federalismo, los signos de recuperación económica eran visibles y la soberanía estaba consolidada, lo que permitía al país integrarse en la dinámica internacional con flujos mercantiles y de inversiones, al tiempo que se reforzaba una pujante identidad nacional. 

		

	
		
				La vida política
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				Una vez que México logró su independencia en 1821, el principal problema político al que hubo que hacer frente fue construir un Estado nacional basado en un sistema constitucional. La Constitución fue el instrumento jurídico que creó instituciones y reguló las relaciones entre los actores y entre éstos y el Estado, organizando la sociedad y posibilitando que se constituyera la nación. Es así como el término clave del periodo 1830-1857 fue «constituirse», tarea ardua en una época que pareció caracterizarse por la inestabilidad política a causa de muy variados motivos: el ensayo de distintos sistemas de gobierno, la crisis financiera del Estado, la intervención del ejército en la política, las controversias surgidas por el papel que la Iglesia debía desempeñar en la sociedad y las condiciones internacionales adversas: el expansionismo norteamericano y el imperialismo francés. 

				Por encima de los pronunciamientos militares, asonadas, rebeliones y guerras extranjeras, se desarrolló un proceso constitucional que fue la piedra angular de la paulatina construcción del orden liberal. Los documentos que dieron origen a diferentes sistemas de gobierno a lo largo del periodo y sentaron las bases de la construcción del Estado mexicano fueron, principalmente, la Constitución federal de 1824, las centralistas Siete Leyes (1836) y Bases Orgánicas (1843), el Acta de Reformas (1847), que restableció y reformó a la Constitución de 1824, y la Constitución de 1857, como se puede apreciar en la Tabla 1.

             			 

				Tabla 1. Sistemas de gobierno, 1821-1917
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				Tres periodos se distinguen claramente: entre 1830 y 1855 una república naciente intentó formar nuevas instituciones de gobierno; de 1855 a 1867 se desarrolló la revolución liberal, orientada a suprimir los rasgos corporativos y estamentales del Antiguo Régimen, y a establecer, mediante la Constitución de 1857, un federalismo efectivo, definiendo al país como una república liberal y federal, situación que no ha cambiado hasta hoy en día; entre 1867 y 1880 se afianzaron los logros alcanzados con la Ley Fundamental de 1857. México pudo consolidar un Estado nacional con el triunfo republicano y la reformulación del federalismo, lo que le permitiría insertarse en mejores condiciones en el ámbito internacional. En consecuencia, el presente capítulo se organiza sobre la base de los periodos señalados y se centra en el estudio de las dinámicas y los aprendizajes políticos que permitieron transitar de un pacto mínimo que dio forma a la nación mexicana a un federalismo liberal que permitió su consolidación.

			 

			 

				El desarrollo del federalismo mexicano 

			 

				Hacia 1830 México era un espacio fragmentado en regiones y en éstas primaban fuertes localismos. Una vez lograda la independencia, el gran reto para la nueva nación fue mantener la unidad territorial y satisfacer los intereses regionales en una geografía vasta poblada con una sociedad heterogénea.

				Al derrumbarse el Primer Imperio Mexicano (1821-1823) el país se fragmentó, perdiendo las provincias centroamericanas, mientras que las diversas regiones mostraron distintas inclinaciones políticas: los estados del centro y el Golfo (México, Puebla, Querétaro, Guanajuato, Veracruz y Michoacán) favorecían una unión descentralizada; otros sostenían un confederalismo radical (Jalisco, Yucatán, Sonora, Baja California y Tamaulipas) y los había también que preferían un confederalismo moderado (Zacatecas, Coahuila, Durango, Chihuahua, San Luis Potosí y Nuevo León). Unos y otros decían defender la causa federal, porque la diferencia entre el federalismo y el confederalismo aún no estaba claramente establecida; por el contrario su definición fue producto de un complejo proceso histórico que se revisará en este capítulo. 

				La Constitución de 1824, que dio origen a la Primera República Federal, fue un pacto mínimo: las regiones se unieron para la defensa del exterior, para normalizar la política hacia las otras naciones, y en particular de cara a las potencias atlánticas, pues estaba presente la amenaza de que España, que aún no había otorgado su reconocimiento a la independencia, intentara reconquistar su antigua colonia. 

				Esta Ley Fundamental estableció una doble soberanía: la de los estados exclusivamente en su régimen interior y la de la nación. El sistema político mexicano, por lo tanto, no fue una copia del estadounidense, sino la única opción viable para evitar que se continuara fragmentando el país y dar acomodo a los intereses regionales y territoriales surgidos en los años anteriores. 

				El pacto federal de 1824, aunque resolvió el problema de la desintegración territorial, estableció un gobierno nacional débil, que en lo fiscal dependía de las aportaciones de los estados, de acuerdo a su riqueza y población. Al definir la división de los impuestos entre el gobierno nacional y el de los estados, correspondieron al primero principalmente los de las aduanas marítimas y los del Distrito Federal, donde se estableció la capital, y algunos otros poco importantes. Los estados controlaron la mayor parte de los impuestos, lo que dio por resultado una precaria Hacienda Pública federal. Fue así como la Constitución de 1824 estableció una nación que, de hecho, mantuvo importantes rasgos confederales. 

				El término «nación» era distinto a lo que actualmente designa, como sostiene Alicia Hernández Chávez en La constitución de la nación mexicana; los constituyentes de 1824, herederos de la cultura política virreinal, entendían la nación como el conjunto de cuerpos —estamentos—, provincias, ciudades, villas, congregaciones y pueblos. En consecuencia, la primera organización política del país adquirió un carácter híbrido. Por una parte, garantizó a través de la federación algunos derechos políticos, como la libertad de pensamiento y de imprenta —aunque dejó a cada uno de los estados la regulación de los derechos políticos—; por otra, sancionó la intolerancia religiosa, los fueros y tribunales de las dos corporaciones mejor organizadas: la Iglesia y el ejército.

				En esta primera Ley Fundamental coexistieron dos formas opuestas de concebir la libertad —como ha señalado Marcello Carmagnani en El federalismo liberal mexicano—. Unos defendían las antiguas libertades «pactistas», de origen colonial, que fueron entendidas como un atributo de cada comunidad territorial, y por lo tanto imposibles de ser codificadas. El pactismo pervivió a lo largo de la primera mitad del siglo en la defensa de una legislación diferenciada para las corporaciones. Otros pugnaron por establecer un marco institucional que extendiera y defendiera la libertad iusnaturalista, que se fundara en el individuo y concibiera los derechos del hombre como derechos naturales; por tanto, consideraba éstos inviolables, superiores y anteriores al Estado. Los iusnaturalistas demandaban que la libertad fuera igual para todos, y por ello debía ser explicitada y escrita en un texto constitucional.

				Precisamente el carácter híbrido de la Ley Fundamental condujo a que se perfilara una facción política de corte iusnaturalista, que se llamó a sí misma «Partido del Progreso» y luchó por acotar la influencia de la Iglesia en la sociedad.

				En México, como en el resto del mundo, no existían partidos en un sentido moderno, capaces de organizar las actividades políticas en torno a un proyecto definido. Había, en cambio, grupos de opinión y representantes independientes que se aglutinaban de manera informal bajo algunos principios. Con frecuencia formaron facciones y alianzas efímeras en demandas específicas. En la década de 1820 las logias masónicas escocesa y yorkina fueron los lugares de definición política partidista. A partir de 1830 se formaron dos grandes facciones: federalistas y centralistas. 

				Los federalistas, el Partido del Progreso, lograron una precaria organización a nivel nacional, pero a causa de su agenda política en materia eclesiástica se dividieron en dos grandes grupos: moderados y puros o exaltados. Los moderados reconocieron como líder al general Manuel Gómez Pedraza, militar realista y presidente de la República por algunos meses en 1833, mientras que los puros o radicales se agruparon en torno a Valentín Gómez Farías, médico originario de Guadalajara, muy ligado al estado de Zacatecas, que entre 1824 y 1847 se convirtió en el más firme defensor del federalismo. Una tercera facción se definió: los centralistas. Éstos, que eran una minoría, sostuvieron que la soberanía era una e indivisible y sólo podía residir en la nación, y por ello defendieron un sistema unitario, aunque en la historiografía mexicana se han denominado centralistas. Pese a que tuvieron como ideólogo a un lúcido estadista, Lucas Alamán (antiguo diputado a Cortes en 1820), su organización fue más informal que la de sus opositores. 

				La facción radical llegó al poder en 1833, siendo elegidos Antonio López de Santa Anna como presidente de la República y Valentín Gómez Farías como vicepresidente. Este último puso en marcha un ambicioso programa de reformas, cuyos objetivos fueron someter la Iglesia católica al Estado y liberar su propiedad para estimular el libre mercado. Entre 1833 y 1834 este gobierno hizo la primera reforma en materia eclesiástica: suprimió la coacción civil para el pago del diezmo, secularizó las misiones de California, suprimió la universidad confesional, puso fin a la obligación civil para el cumplimiento de los votos monásticos, eliminó la prohibición a las comunidades religiosas para vender sus propiedades y trasladó al Estado la potestad para nombrar a las personas que debían ocupar los curatos vacantes. A causa de un pronunciamiento, Gómez Farías se vio obligado a dejar el gobierno, y la mayoría de estas reformas fueron revocadas en 1835. 

				La fragilidad de las instituciones, aún en proceso de definición, se expresó en la pugna por el poder. Los procesos electorales del periodo frecuentemente evitaron el conflicto al legitimar el cambio de autoridad, pero en ocasiones precipitaron los pronunciamientos a los que las fuerzas armadas recurrían cuando el orden constitucional desoía las demandas de ciertas facciones políticas, pues éstas contaban entre sus miembros con militares de cierto prestigio. 

				En el periodo 1822-1854 el caudillo militar por excelencia fue Antonio López de Santa Anna, quien había sido capitán del ejército español que se unió al Ejército Trigarante bajo el mando de Agustín de Iturbide y luego, con el Plan de Casamata, encabezó los poderes regionales que derrocaron el Primer Imperio. Pieza clave para las facciones, gobernó tanto con los federalistas radicales como con los moderados, e incluso durante su presidencia logró el tránsito, mediante mecanismos constitucionales, al centralismo. 

				Dos fueron los motivos más importantes que condujeron a que se estableciera un régimen unitario en 1836 con la promulgación de las Siete Leyes: el temor a que continuara la fragmentación del país, pues los colonos anglosajones se habían rebelado en Texas (1835), y el conflicto extremo entre la federación y los estados. Una importante corriente de opinión expresaba que había fracasado el sistema federal porque no había sabido defender la libertad de los ciudadanos ni sus propiedades, había sido incapaz de mantener la paz interna y, como antaño, no lograba conservar la integridad del territorio nacional. 

				La nueva Constitución suprimió la soberanía de los estados, redefiniendo el mapa político-administrativo del país, estableciendo a cambio departamentos sujetos al gobierno nacional. Introdujo también el Supremo Poder Conservador, un cuarto poder concebido como un órgano regulador de los tres poderes clásicos y de un incipiente control constitucional, que podía actuar sólo a petición de uno de los poderes afectados. Su fuerza era moral y sólo respondía de sus actos ante Dios y la opinión pública. Pese a que la Ley Fundamental mantuvo el carácter republicano, representativo y popular de la nación, introdujo el voto censitario. 

				El sistema electoral que rigió de 1824 a 1857 provenía de la Constitución de Cádiz (1812). Era un sistema indirecto de elección en tres niveles: elección popular de compromisarios, elecciones primarias en los distritos y elecciones secundarias en la capital de los estados o departamentos. En el ámbito local las restricciones para votar fueron mínimas, pues las juntas electorales estaban controladas por las autoridades políticas y los compromisarios. 

				Con el propósito de separar el acto electoral del control del poder público, los gobiernos centralistas restringieron la participación política, imponiendo requisitos de riqueza o ingresos por trabajo honesto, pues estaban convencidos de que sólo los propietarios, la gente de razón, podían emitir su voto de manera independiente. Pese a ello, en el periodo centralista llegaron a las legislaturas locales y al Congreso nacional diputados que representaban a los grupos federalistas, entre los que había partidarios de una amplia participación popular. 

				El centralismo pronto demostró que no era capaz de garantizar la soberanía nacional: el gobierno enfrentó la independencia de Texas en 1836 y la Guerra de los Pasteles (1838-1839), conflicto militar que estalló con Francia por las reclamaciones de sus súbditos (para mayores detalles acerca de ambos conflictos, véase el capítulo «México en el mundo»). El sistema político centralista no logró contener la creciente ingobernabilidad del país, atenazado por los frecuentes pronunciamientos, reflejo del fortalecimiento de los poderes regionales, y la pugna permanente entre las economías locales y el poder central. 

				La crisis del sistema centralista reconfiguró el escenario político. Si en la década de 1830 las facciones políticas dominantes habían sido confederalistas, federalistas y centralistas, en el decenio siguiente los grupos se definieron como liberales, moderados, liberales exaltados y conservadores, y asomó una cuarta opción, la monárquica. 

				José María Gutiérrez de Estrada, en una carta dirigida al presidente de la República, López de Santa Anna, afirmó que ni el federalismo ni el centralismo habían logrado dar estabilidad a la nación, por lo que defendía la posibilidad de que se estableciera una monarquía constitucional con un príncipe extranjero. La prensa rechazó la propuesta y su autor tuvo que huir a Europa. 

				Los liberales exaltados, a fines de 1841, lograron articularse en un movimiento militar orquestado en las ciudades de Guadalajara, Veracruz y México, que pronto se extendió por todo el país. En la villa de Tacubaya, a poca distancia de la ciudad de México, los principales jefes del movimiento suscribieron las Bases de Tacubaya, en las que acordaron el cese de los poderes emanados de las Siete Leyes, con excepción del poder judicial. Una junta de representantes de los departamentos, nombrada por el general López de Santa Anna, designaría un ejecutivo provisional encargado de convocar un Congreso Constituyente para dar forma a una nueva Constitución. Se establecía de este modo una dictadura provisional (1841-1843).

				Conforme a las Bases de Tacubaya se convocó un constituyente, que se reunió en junio de 1842. En éste se presentaron tres proyectos constitucionales: uno sustentado por la mayoría de la comisión encargada de redactar la Ley Fundamental; un segundo defendido por un grupo de diputados que se separó de la comisión y que sostenía que el federalismo era el mejor sistema de gobierno para el país, y un tercero producto del compromiso entre ambos grupos. 

				El primer proyecto constitucional propuso una libertad restringida en el que las garantías constitucionales se limitaban a los derechos de libertad, igualdad, seguridad y propiedad.

				El segundo proyecto fue formulado por Mariano Otero, Espinosa de los Monteros y Muñoz Ledo, quienes defendían el federalismo, pero creyeron indispensable reorganizar los poderes públicos. La federación debía convertirse en un centro de poder común que conservara la unidad nacional, mientras que los estados mantendrían su soberanía. Este mismo proyecto avanzó otra idea fundamental de corte iusnaturalista: los derechos del hombre como base y sustento de las instituciones. Todas las leyes, por tanto, deberían respetar y asegurar estos derechos, que eran iguales para todos los individuos. 

				El tercer proyecto, que, como se ha señalado, fue un compromiso entre los dos anteriores, estableció un extenso repertorio de las garantías que otorgaba la Constitución e intentó desarrollar un poder civil, el poder regulador, para protegerlas.

				A pesar del esfuerzo para que la federación tuviera una esfera de acción propia, la Constitución de 1842 conservó importantes tintes confederales, ya que al establecer los mecanismos para reformar la Carta Fundamental señaló que solamente las asambleas departamentales tenían la prerrogativa de iniciar reformas constitucionales, lo que muestra que las élites políticas aún no definían el principio básico del federalismo: la diversidad jerárquica entre el poder federal y el de los departamentos o estados, y la subordinación que deben los segundos al primero. En consecuencia, la Ley Fundamental de 1842 negó al Congreso, a pesar de ser el representante de los intereses de la nación y el encargado del diseño de la orientación política de la República, la facultad de iniciativa de reforma. Esta misma competencia también se le negó al ejecutivo, sin tomar en cuenta que era el responsable de la administración pública del país.

				La Constitución de 1842 no llegó a entrar en vigor, el Congreso fue disuelto porque su sentido iusnaturalista representaba una amenaza para las prerrogativas militares, de origen pactista. Para sustituir al congreso disuelto el gobierno nombró a la Junta Nacional Instituyente —una junta de notables—, que promulgó las Bases Orgánicas, como se llamó a esta nueva legislación. 

				Las Bases Orgánicas, que rigieron el país entre 1843 y 1846, mantuvieron el sistema unitario con una mejor jerarquización entre la soberanía de la nación y la de los departamentos. Introdujeron una importante aportación al desarrollo del constitucionalismo mexicano: el principio de perfectibilidad de la ley —a diferencia de los textos constitucionales anteriores—, al instituir que podrían modificarse en cualquier tiempo, y otorgaron al Congreso la capacidad de llevar a cabo las reformas a esta Ley Fundamental. 

				Tres problemas presentaron las Bases: el control constitucional quedó en manos del ejecutivo, autorizado para suspender las garantías en el momento que lo considerara necesario y para reformar las propias Bases, estableciendo así un poder ejecutivo sin freno alguno; restringieron aún más el sufragio popular incrementando los requisitos de riqueza para ocupar los cargos de elección popular, y garantizaron las libertades pactistas al mantener los fueros eclesiástico y militar y al suprimir la tolerancia de cultos que había sido introducida por la Carta Fundamental de 1842. 

				La invasión norteamericana del territorio mexicano (1846-1848) aceleró las transformaciones en la organización política del país. En plena guerra dos pronunciamientos convocaron a elecciones para formar congresos constituyentes. Uno, acaudillado por el general Mariano Paredes y Arrillaga, representaba los intereses de las clases privilegiadas. El otro fue organizado por los federalistas puros en combinación con el general López de Santa Anna. 

				Paredes estableció un gobierno militar que fracasó en la guerra, y pese a que el Congreso Extraordinario apenas sesionó, éste debatió la posibilidad de establecer una monarquía en México, signo de que comenzaba a tomar forma un partido conservador monárquico, dirigido por Lucas Alamán y auspiciado por el ministro español Salvador Bermúdez de Castro.

				El Congreso Constituyente federalista tampoco pudo completar la redacción de la Ley Fundamental, porque tuvo que concentrar su atención en la guerra. De modo que sólo discutió el voto particular del diputado Mariano Otero, que proponía una serie de reformas a la Constitución de 1824, documento conocido como Acta Constitutiva y de Reformas. 

				Otero, quien fue el crítico más agudo y sistemático de la década de 1840, había participado en la elaboración del segundo proyecto constitucional de 1842 y retomó sus principales ideas en su voto particular de 1847. En este último propuso que para instituir un auténtico federalismo debía diferenciarse la soberanía de los estados y la del gobierno federal: la primera fundada en la reunión de ciudadanos de un estado que forman una sociedad para los negocios de su administración interior; la segunda sustentada en la reu- nión de varios estados que forman la nación, cuyo gobierno es general. Además insistió en que los ciudadanos en todo lo relativo a la Unión debían ejercer su soberanía sin ninguna intervención del poder de las entidades federativas. 
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